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Los Gobiernos que figuran en la lista de casos individuales tienen la posibilidad, si así lo desean, de 
proporcionar información por escrito a la Comisión. 

  

 Información sobre la aplicación de los convenios ratificados 

proporcionada por los Gobiernos que figuran en la lista 

de casos individuales 

Georgia (ratificación: 1999) 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 

(núm. 87) 

El Gobierno ha comunicado la siguiente información por escrito. 

El Gobierno agradece la oportunidad de responder a las observaciones formuladas por la 
Comisión de Expertos en relación con la Ley de transparencia en materia de influencia 
extranjera (la Ley), aprobada el 28 de mayo de 2024 por el Parlamento de Georgia, en particular 
en lo que respecta a sus posibles repercusiones para las organizaciones de trabajadores y de 
empleadores en el marco del Convenio. 

En respuesta a las observaciones de la Comisión, nos gustaría ofrecer algunas 
aclaraciones sobre el objetivo y el alcance de la Ley, al tiempo que afirmamos que es 
totalmente compatible con el Convenio, tanto en lo que respecta a sus principios como a su 
aplicación. También queremos subrayar nuestra esperanza de que la Ley, que 
lamentablemente se ha convertido en un tema político exagerado de forma artificial, no sea 
objeto de debates con sesgo político en foros que deberían permanecer libres de tal 
parcialidad. 

La Ley tiene como objetivo principal garantizar la transparencia y la rendición de cuentas 
de las organizaciones no gubernamentales (ONG) y los medios de comunicación que operan 
en Georgia, reciben financiación extranjera sustancial y participan en actividades de activismo 
político. 

En Georgia, al igual que en todas las naciones democráticas, la financiación extranjera de 
los procesos políticos está prohibida. Lamentablemente, se han dado casos de injerencia 
política extranjera encubierta a través de determinadas ONG de gran envergadura. En 
respuesta a ello, esta Ley establece un mecanismo para identificar y dar a conocer a la opinión 
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pública las influencias políticas sesgadas dentro del sector no gubernamental que puedan 
socavar la estabilidad política y económica del país. 

Al mismo tiempo, la Ley no contiene disposiciones que restrinjan la libertad sindical y de 
asociación, ya que no limita las actividades de las organizaciones ni su capacidad para recibir 
financiación de ningún tipo. Esto nunca ha sido —ni podría ser en ningún caso— la intención 
ni el objetivo del Gobierno de Georgia. 

La Ley no limita en modo alguno el derecho de ninguna organización, incluidas las 
organizaciones de trabajadores o de empleadores, a afiliarse a organismos internacionales o 
a recibir apoyo financiero de ellos. Cualquier sugerencia de que la Ley obstaculiza la libertad 
sindical y de asociación en virtud del Convenio se basa en una interpretación errónea de su 
alcance. El único objetivo de la Ley es evitar la injerencia política encubierta y garantizar la 
transparencia. Por consiguiente, no puede impedir ni impedirá las actividades legítimas de los 
sindicatos y las asociaciones de empleadores. 

En virtud de la Ley, las obligaciones de registro e información que incumben a las 
«organizaciones que velan por los intereses de una potencia extranjera» se aplican 
exclusivamente a las personas jurídicas no empresariales (no comerciales) que obtienen más 
del 20 por ciento de sus ingresos totales durante un año civil de fuentes extranjeras. Los 
requisitos de información financiera establecidos por la Ley son proporcionales y no 
discriminatorios. Las entidades registradas solo están obligadas a presentar sus declaraciones 
financieras por vía electrónica una vez al año, lo que supone una carga burocrática mínima 
que no puede obstaculizar de manera razonable el funcionamiento de una organización. 

En cuanto al proceso de seguimiento de la aplicación de la Ley, este sirve para garantizar 
la transparencia organizativa e incorpora únicamente los mecanismos necesarios para su 
aplicación efectiva. Las sanciones se aplican estrictamente en los casos en que una 
organización se niega deliberadamente a cumplir la Ley y a informar de manera transparente 
sobre sus fuentes de financiación y sus usos previstos, una exigencia plenamente legítima que 
el Estado tiene derecho a imponer. 

Cabe destacar también que el enfoque de Georgia no es único, sino que refleja una 
preocupación internacional más amplia sobre la posibilidad de injerencia extranjera en los 
asuntos internos de los países. La Ley se basa en la legislación y las prácticas bien establecidas 
en los Estados democráticos, y se adapta a ellas, como la Ley de Registro de Agentes 
Extranjeros de los Estados Unidos; la Ley de Transparencia de las ONG de Israel, que impone 
requisitos de transparencia similares a las entidades financiadas con fondos extranjeros; un 
proyecto de directiva de la Unión Europea que está examinando el Parlamento Europeo con el 
objetivo de mejorar la transparencia de la influencia extranjera; y un proyecto de ley aprobado 
por la Asamblea Nacional francesa (Cámara Baja del Parlamento) que introduce una 
supervisión más estricta de las organizaciones financiadas con fondos extranjeros. 

Además, la Ley es plenamente coherente con los principios establecidos por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que reconocen 
que los Estados pueden imponer medidas legítimas de transparencia para salvaguardar los 
procesos democráticos. 

Asimismo, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en su sentencia sobre la legislación 
análoga de Hungría, reconoció explícitamente el derecho del público a la información sobre 
las fuentes de financiación y los objetivos de las ONG. El objetivo principal de la Ley no se centra 
en las relaciones laborales. 
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Antes de la aprobación de la Ley se celebraron amplios debates públicos, debates entre 
las partes interesadas y debates parlamentarios, lo que garantizó que todas las partes 
interesadas tuvieran amplias oportunidades de expresar sus opiniones. El proceso legislativo 
se llevó a cabo en plena conformidad con los procedimientos constitucionales y 
parlamentarios de Georgia. 

Para concluir, reiteramos que la sociedad georgiana tiene el mismo derecho fundamental 
a la información sobre los objetivos de la financiación extranjera que los ciudadanos de 
cualquier Estado democrático. Deseamos reafirmar el compromiso de Georgia con los 
principios de la OIT, incluido el derecho de los trabajadores y los empleadores a sindicarse y 
asociarse libremente, organizar su administración y entablar negociaciones colectivas. 

Confiamos en que la Comisión preste la debida atención a los argumentos expuestos 
anteriormente, que hacen innecesario un nuevo examen individual del caso de Georgia en la 
113.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo. 


